
  
    Prólogo a esta edición


    El Perú vive su etapa democrática más duradera. Desde el Gobierno de transición de Valentín Paniagua se han sucedido cuatro Gobiernos democráticamente electos y cinco presidentes constitucionales. La ciudadanía ha elegido en cinco oportunidades a sus autoridades regionales y locales, mientras los derechos civiles y la libertad de prensa han sido, en esencia, respetados, algo notable en comparación con la década de 1990. Visto desde una perspectiva regional, el Perú ha mostrado una relativa inmunidad a tendencias populistas que, desde diferentes sesgos ideológicos, han amenazado la democracia en América Latina.


    Pocos esperaban semejante resultado. El experimento democrático previo, iniciado con la Constitución de 1979, terminó doce años después con las tanquetas frente al Congreso de la República en abril de 1992. El imprevisto desmoronamiento del régimen de Alberto Fujimori debido a una crisis interna el 2000 dejaba un país más estable en términos macroeconómicos, pero notablemente desorganizado. Las asociaciones civiles se encontraban seriamente debilitadas y, si bien los partidos que dominaron el área electoral en la década de 1980 hicieron un amago de retorno en el 2001, languidecieron poco tiempo después. El diagnóstico realizado en aquellos años por Levitsky y Cameron (2003) y Tanaka (2005), entre otros, se encuentra plenamente vigente hoy: la democracia peruana es una democracia sin partidos.


    ¿Cómo puede funcionar una democracia sin organizaciones que perduren más de dos ciclos electorales consecutivos? ¿Por qué tras más de quince años de libre competencia política no existe ningún proyecto de formación partidaria exitoso en el Perú? En el presente trabajo buscamos responder esta última pregunta. Escrito entre el 2014 y el 2016, nos propusimos identificar los mecanismos que permitían a los políticos ganar elecciones sin partidos y rechazar su pertenencia a estructuras de mayor alcance.1 En primer lugar, argumentamos que los políticos peruanos carecen de los recursos para crear organizaciones partidarias. En la sociedad peruana existen pocos asuntos que dividan a los ciudadanos de manera categórica y que puedan ser politizados por emprendedores políticos. Por otra parte, las organizaciones sociales —muchas de las cuales sirvieron de base para la constitución de partidos en el resto de América Latina— fueron duramente afectadas por el conflicto armado interno y el severo ajuste estructural.


    Segundo, sostenemos que los políticos también carecen de incentivos para embarcarse en la empresa de construir una organización partidaria. En las últimas décadas, los políticos desarrollaron una serie de estrategias, reglas informales y tecnologías que les permiten competir exitosamente sin recurrir a partidos políticos. Una de estas estrategias, ampliamente difundida, es el cambio partidario o transfuguismo. Aquellos interesados en postular a un cargo electo dejaron de preocuparse en forjar trayectorias dentro de una estructura partidaria y asumieron el cambio como modo de supervivencia. En tanto mantienen objetivos duraderos, los partidos suelen establecer mecanismos de selección de candidatos que priorizan la trayectoria previa en la organización. Sin embargo, un sistema compuesto por membretes pasajeros brinda a los políticos un atajo difícil de resistir: ser nominados (adquirir un cupo en una lista) sin pasar por el tedioso proceso de competencia intrapartidaria.


    Cuando los políticos pueden ganar elecciones a través de estos mecanismos alternativos, tienen pocos alicientes para invertir en partidos. Por ello, el Perú es tierra de políticos solitarios. Tres de los cuatro presidentes electos en esta etapa democrática accedieron al poder con vehículos personalistas, poblados de outsiders y tránsfugas, que se desintegraron luego de su paso por la presidencia: Perú Posible de Alejandro Toledo, el Partido Nacionalista de Ollanta Humala y Peruanos por el Kambio de Pedro Pablo Kuczynski. Martín Vizcarra, quien accedió a la presidencia luego de la renuncia de Kuczynski, ni siquiera tiene vinculación con partido alguno. Fue invitado, como vicepresidente, en la lista de PPK.


    Así, la competencia electoral tiene un efecto de selección. Aquellos con capacidad de movilizar recursos propios y convocar a políticos competitivos para que integren sus listas suelen ganar elecciones recurrentemente. Los últimos comicios regionales confirman la vigencia de este modelo: más de la mitad de los gobernadores electos en el 2018 han pertenecido a tres o más partidos. Anselmo Lozano en Lambayeque y Ricardo Chavarría en Lima Provincias han sido candidatos de cinco agrupaciones distintas. Elisbán Ochoa, en Loreto, de ocho.


    Tomemos como ejemplo el caso de Chavarría. Empresario de televisión por cable, fue candidato a la alcaldía de Huaral por Acción Popular (1998), Movimiento Amplio País Unidos (2002) y Concertación para el Desarrollo Regional (2006) sin éxito. En el 2009 fundó su propio movimiento, Fuerza Regional (FR), con el cual fue candidato a la gobernación de Lima Provincias en el 2010, 2014 y 2018, y obtuvo la victoria en la última elección. Además del Gobierno regional, FR obtuvo dos municipios provinciales, Barranca y Huaral, donde ninguno de sus candidatos a alcalde había postulado antes con la agrupación. De hecho, ambos ganadores fueron previamente candidatos del movimiento Patria Joven, ante el cual disputaron la segunda vuelta.


    Como ilustra el ejemplo de FR, los movimientos regionales han resultado más atractivos para los políticos locales, no por su mayor fortaleza organizativa, sino por su flexibilidad. Christopher Carter (2018: 5) muestra, para las elecciones subnacionales del 2014, que dos tercios de los candidatos con experiencia de Gobierno preferían integrar movimientos regionales antes que partidos nacionales.2 En esencia, estas organizaciones de carácter local permiten armar y desarmar coaliciones momentáneas en plazos cortos, hacer uso de un membrete propio y garantizar la autonomía de quienes encabezan la agrupación. Sin embargo, la descomposición de los partidos —incluso de aquellos con raíces en el antiguo sistema— facilita que estos actúen como proveedores de cupos electorales a aquellos políticos que no quisieron invertir tiempo y dinero en inscribir un movimiento propio, o no lograron negociar su incorporación en ninguno.


    En buena cuenta, el desempeño de Acción Popular en las elecciones subnacionales del 2018 ilustra este fenómeno. El partido ganó tres Gobiernos regionales y la Municipalidad Metropolitana de Lima, pero solo uno de sus candidatos electos —Mesías Guevara en Cajamarca— puede ser considerado un miembro del partido. Los tres políticos restantes, Jorge Muñoz (Lima), Jean Paul Benavente (Cusco) y Juan Alvarado (Huánuco), fueron previamente candidatos de otra agrupación política, al igual que el 60 por ciento de quienes obtuvieron una municipalidad provincial con el logo de la lampa. En ese sentido, el partido funcionó como una entidad proveedora de inscripciones. En ausencia de un programa establecido u organización territorial, la abrumadora mayoría de agrupaciones políticas peruanas, nacionales o regionales, solo son capaces de ofertar un único bien escaso: el cupo. Este se ha convertido en una especie de commodity cuyo valor fluctúa de circunscripción en circunscripción, de acuerdo con su calidad (quién encabeza el partido, qué número se ocupa en la lista) y grado de escasez.3


    Viejos partidos, ¿nuevos partidos?


    El reclutamiento de independientes y el uso del cupo como commodity no es exclusivo de las elecciones subnacionales. De hecho, en las elecciones generales, su valor se incrementa debido a que los partidos nacionales cuentan con el monopolio de las candidaturas en todo el país. Si observamos la composición de las listas de los partidos que obtuvieron representación parlamentaria en las elecciones del 2016, menos del 30 por ciento de sus integrantes habían postulado previamente a algún cargo de elección con el mismo partido.4 Es decir, más del 70 por ciento de la oferta partidaria estaba conformada por outsiders sin experiencia previa o políticos venidos de otras tiendas. La única excepción fue Alianza Popular, conformada por el APRA y el PPC, donde más del 50 por ciento de sus candidatos había postulado antes con los partidos que integraban la coalición.5


    Sin embargo, los resultados de la alianza fueron modestos. Obtuvo 8 por ciento de los votos en la elección congresal, lo que permitió el ingreso de los cinco parlamentarios que hoy componen la Cédula Parlamentaria Aprista. Si bien a inicios de la primera década del siglo XXI el partido más antiguo del Perú parecía recobrar la fuerza perdida tras el exilio de Alan García, en los diez años trascurridos entre el inicio del segundo Gobierno aprista y la fallida campaña del 2016, solo se debilitó y personalizó en extremo. La marca aprista —afianzada en la centroizquierda durante décadas— fue diluida por un presidente que le agarró el gusto a salir en fotografías con empresarios y que, años después, tras su muerte, sería defendido unánimemente por miembros de la élite conservadora. Con el menoscabo de la marca, la organización territorial del partido se descompuso rápidamente: en el 2018, el APRA solo ganó un Gobierno provincial (Chepén) y veintiún municipios distritales, su peor resultado en elecciones locales.


    Perdida la identidad aprista, o reducida a un grupo minoritario de simpatizantes, en su mayoría hijos o nietos de antiguos militantes, el fujimorismo, Fuerza Popular en concreto, es la única agrupación política que puede apelar a una identidad partidaria. Como se desarrolla en el cuerpo del trabajo, el fujimorismo contemporáneo ha heredado elementos que lo hacen distinguible ante la opinión pública, centralmente en política económica y lucha contra la subversión. Es común oír a algún congresista fujimorista mencionar la “estabilidad traída por la Constitución de 1993” y la “pacificación nacional emprendida por el presidente Fujimori”. En años recientes, además, el fujimorismo ha establecido una alianza con sectores conservadores, en contra del enfoque de género y derechos de la población LGTBQ.


    Sin embargo, al igual que otros partidos herederos de regímenes autoritarios en América Latina, el fujimorismo tiene el reto de despersonalizarse (Loxton y Levitsky, 2018), lo cual es aun más complejo en un sistema dominado por agentes libres y coaliciones de independientes. En el 2016, Keiko, heredera del apellido, creó una coalición propia, integrada en su mayoría por políticos que no tenían un historial previo en la organización. De hecho, menos del 10 por ciento habían participado como autoridades o funcionarios durante el Gobierno de Fujimori, una cifra más baja que en las composiciones anteriores.6 Buscando jugar según las reglas de la política sin partidos, Keiko se esforzó menos en fortalecer la marca partidaria que en convocar políticos competitivos a sus filas, o personas capaces de pagar un precio alto por el cupo en la lista. De acuerdo con sus hojas de vida, más de la mitad de los congresistas de Fuerza Popular son empresarios, dueños de negocios o gerentes comerciales. El acaudalado Moisés Mamani, quien obtuvo el número 1 en la lista por Puno sin ser conocido en la región, es ejemplo de ello.


    Esta apuesta le permitió a Keiko Fujimori ganar la mayoría en el Congreso (con el apoyo de la fórmula de repartición de escaños), pero hizo vulnerable al fujimorismo parlamentario a rupturas y defecciones. Kenji Fujimori, guardián de la marca paterna, se fue tirando la puerta (para luego ser defenestrado del Congreso), mientras que, tras el desmoronamiento de Keiko en las encuestas de aprobación, veintidós congresistas abandonaron la bancada antes del inicio del periodo de sesiones 2019-2020.7 Dieciséis de ellos no tenía vinculación con el partido antes del 2016.


    Coda


    El escándalo de Odebrecht ha afectado duramente a los políticos que han tenido predominancia en estos años de inesperada estabilidad democrática. Sus apuros legales son una oportunidad para fiscalizar de manera más efectiva el financiamiento de las campañas electorales, pero sería pecar de optimismo pensar que detonará transformaciones mayores en la forma como se hace política en el Perú. Si bien han pasado casi veinte años desde la renuncia de Alberto Fujimori a la Presidencia de la República, el país sigue estando marcado por la configuración política y económica del autoritarismo que presidió. Los políticos carecen de incentivos y medios para formar partidos duraderos, mientras que con cada ciclo electoral se fortalecen las estrategias informales para el éxito sin partidos. Peor aún, la prohibición de reelección parlamentaria, aprobada mediante referendo en diciembre del 2018, genera mayores alicientes para el amateurismo político y la fluidez partidaria. Como el personaje de una canción de cuna, los partidos peruanos, tras romperse, siguen sin poder ser recompuestos.


    Steven Levitsky
Mauricio Zavaleta
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        1 Fue publicado como capítulo en: Levitsky, Steven, Loxton, James, Van Dyck, Brandon y Domínguez, Jorge (Eds.). (2016). Challenges of Party-Building in Latin America. New York: Cambridge University Press.

      


      
        2 En el 2002, los movimientos regionales obtuvieron el 15 por ciento de los municipios provinciales, 35 por ciento en el 2006, 60 por ciento en el 2010, 73 por ciento en el 2014 y 40 por ciento en el 2018.

      


      
        3 Para el 2018, el calendario electoral fue adelantado por el Congreso de la República, lo que impidió que algunos políticos locales tuvieran el tiempo para crear un movimiento propio. En ese escenario, debieron conseguir cupos en agrupaciones con inscripción vigente.

      


      
        4 Se excluye del análisis a Peruanos por el Kambio al ser su primera elección.

      


      
        5 Vamos Perú, vehículo creado por el exalcalde del Callao Juan Sotomayor, era socio minoritario en la alianza.

      


      
        6 En el periodo 2006-2011, cerca de la mitad de los parlamentarios fujimoristas habían ocupado cargos en el Gobierno de Alberto Fujimori. En el periodo 2011-2016, representaban el 20 por ciento de la bancada.

      


      
        7 Luego de perder la segunda vuelta por un mínimo margen, la aprobación de Keiko Fujimori superaba el 40 por ciento. Dos años después, meses antes de su encarcelamiento preventivo por el caso Lava Jato, su aprobación se había reducido a un 15 por ciento (Ipsos, boletín de agosto, 2018). Tras ser recluida, el 73 por ciento opinaba que debía renunciar a la Presidencia del Partido (Ipsos, boletín de septiembre, 2018).
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